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INFORME SECRETARIAL 
San José de Cúcuta, dos (02) de noviembre de dos mil veintiuno (2021) 

 
Al Despacho de la Señora Juez, el presente proceso ordinario laboral de primera instancia, radicada bajo 
el No. 54-001-31-05-003-2020-00180-00, informándole que con escrito que antecede, las partes, han llegado 
a un acuerdo transaccional, para efectos que se resuelva sobre su aprobación.  
 

LUCIO VILLAN ROJAS 
Secretario 

 
AUTO DECIDE SOBRE ACUERDO DE TRANSACCIÓN 

San José de Cúcuta, dos (02) de noviembre de dos mil veintiuno (2021) 
 
De conformidad con el artículo 2469 del Código Civil, la transacción “es un contrato en que las partes 
terminan extrajudicialmente un litigio pendiente o precaven un litigio eventual”, de manera que se convierte 
en una institución jurídica de terminación anormal de un proceso judicial.  
 
En materia laboral, de conformidad con los artículos 53 de la Constitución Política y 15 del Código 
Sustantivo del Trabajo, dicha figura es aceptada como mecanismo para la terminación del proceso, incluso 
en el trámite del recurso extraordinario de casación1, pero como no existe reglamentación para su 
aplicación, por expresa remisión del artículo 145 del C.P.L. y de la S.S., debemos acudir al artículo 342 del 
Código General del Proceso, el cual consagra su trámite así́:  
 

“ARTÍCULO 312. TRÁMITE. En cualquier estado del proceso podrán las partes transigir la litis. También 
podrán transigir las diferencias que surjan con ocasión del cumplimiento de la sentencia. 
 
Para que la transacción produzca efectos procesales deberá solicitarse por quienes la hayan 
celebrado, dirigida al juez o tribunal que conozca del proceso o de la respectiva actuación posterior a 
este, según fuere el caso, precisando sus alcances o acompañando el documento que la contenga. 
Dicha solicitud podrá presentarla también cualquiera de las partes, acompañando el documento de 
transacción; en este caso se dará traslado del escrito a las otras partes por tres (3) días. 
 
El juez aceptará la transacción que se ajuste al derecho sustancial y declarará terminado el proceso, si 
se celebró por todas las partes y versa sobre la totalidad de las cuestiones debatidas o sobre las 
condenas impuestas en la sentencia. Si la transacción solo recae sobre parte del litigio o de la 
actuación posterior a la sentencia, el proceso o la actuación posterior a este continuará respecto de 
las personas o los aspectos no comprendidos en aquella, lo cual deberá precisar el juez en el auto que 
admita la transacción. El auto que resuelva sobre la transacción parcial es apelable en el efecto 
diferido, y el que resuelva sobre la transacción total lo será en el efecto suspensivo. 
 
Cuando el proceso termine por transacción o esta sea parcial, no habrá lugar a costas, salvo que las 
partes convengan otra cosa. 

 
1 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, providencia del 26 de julio de 2011, Acta No. 024, 
Radicado No. 49.792. M.P. Dr. Luis Gabriel Miranda Buelvas. 



 
Si la transacción requiere licencia y aprobación judicial, el mismo juez que conoce del proceso 
resolverá sobre estas; si para ello se requieren pruebas que no obren en el expediente, el juez las 
decretará de oficio o a solicitud de parte y para practicarlas señalará fecha y hora para audiencia.” 

 
De acuerdo con lo anterior, en términos generales, se puede extraer que la transacción se puede efectuar 
“en cualquier estado del proceso” -incluso después de agotadas las instancias, pues se prevé́ que sirve para 
solucionar “las diferencias que surjan con ocasión del cumplimiento de la sentencia”-; que puede 
efectuarse de manera total o parcial y por todas las partes o solo algunas de ellas, a fin de que se dé por 
terminado el proceso de manera total o parcial, según el caso, siendo necesario que se presente ante el 
juez o tribunal el acuerdo “precisando sus alcances” para que sea aprobado si se “ajusta a las 
prescripciones sustanciales”.  
 
En el presente asunto, las partes solicitan que se por terminado el proceso a través de la figura de la 
transacción, aportando el respectivo acuerdo que se encuentra en el archivo PDF Nº 19.1 del expediente 
digitalizado,  que en lo que interesa al caso indica que:  
 

1. El demandante prestó sus servicios a la señora LAURA ROQUEME QUIÑONEZ desde el 15 de 
julio de 2018 hasta el 31 de diciembre de 2019. 

2. Se acuerda el pago de la suma de $22.000.000 por concepto de cualquier suma de dinero adeuda 
durante la vigencia del contrato de trabajo.  

 
Con el fin de determinar si en este caso es viable impartirle aprobación al contrato de transacción 
presentado por las partes, es preciso señalar que la parte demandante pretende en este caso lo siguiente: 
 

1. Que se declare la existencia de un contrato de trabajo desde el 01 de julio de 2018 hasta el 31 de 
diciembre de 2019.  
 

2. Salarios del año 2019 por la suma de $5.089.860 
 

3. Prestaciones sociales por la suma de $7.422.956. 
 

4. Horas extras $4.813.390  
 

5. Indemnización moratoria del artículo 65 del CST. 
 

6. Indemnización por despido del artículo 64 del CST 
 

7. Indemnización del artículo 26 de la Ley 361 de 1997. 
 
En este caso, la demandada aceptó la existencia del vínculo laboral al momento de contestar la demanda; 
es decir que, al acreditarse la relación de trabajo, se entiende que los derechos a salarios y prestaciones 
sociales son ciertos e indiscutibles,  por lo tanto, no son susceptibles de conciliación; por lo tanto, no es 
admisible impartir la aprobación de la transacción en dichos términos, debido a que se debe garantizar el 
pago de estas obligaciones laborales que tienen este, para no vulnerar lo establecido en el artículo 15 del 
CST.  
 
En consecuencia, este Despacho considera que el contrato de transacción presentado por la parte 
demandante y la demandada, no se encuentra ajustado a derecho por lo que no se aprobará el mismo.  
 

DECISIÓN 
  
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Cúcuta,  
  
 

RESUELVE: 
 
PRIMERO: NO APROBAR el contrato de transacción presentado por la parte demandante y la  demandada, 
debido a que desconoce lo establecido en el artículo 15 del CST, por las razones explicadas en esta 
providencia. 
 



SEGUNDO: CONTINUAR con el trámite del proceso y REQUERIR a las partes para que presenten un 
acuerdo en el que la empleadora demandada se obligue a pagar los derechos ciertos e indiscutibles 
adeudados, debidamente discriminados  respecto a concepto, periodo y monto, y se indique que formula 
de arreglo se presenta respecto a los derechos inciertos y discutibles.  
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

MARICELA C. NATERA MOLINA 
Juez 

 
LUCIO VILLÁN ROJAS 

Secretario 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

DEPARTAMENTO DE NORTE DE SANTANDER 
JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA 

San José de Cúcuta, dos (02) de noviembre de dos mil veintiuno (2021) 
 

TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA 

RAD. JUZGADO:    54001-31-05-003-2021-00349-00 
ACCIONANTE:        ROSA MERY SANCHEZ MARTINEZ 
ACCIONADO:          NUEVA EPS 

 
Procede este Despacho a decidir sobre la acción de tutela impetrada por  ROSA MERY SANCHEZ 
MARTINEZ contra la NUEVA EPS por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales a la 
salud, vida y dignidad humana. 
 

1. ANTECEDENTES 

 
La señora ROSA MERY SANCHEZ MARTINEZ, interpone la acción de tutela con fundamento en 
lo siguiente:   

 
● Manifiesta que con ocasión a la liquidación de la EPS COMPARTA, el 28 de julio del cursante 

año fue trasladada al Régimen Subsidiado en salud de la NUEVA EPS. 
 

● Refiere que padece el diagnóstico de vaginitis y papilomavirus, por lo cual, el médico 
general tratante, ordenó valoración por primera vez por ginecología, que fue autorizada 
por la EPS COMPARTA. Sin embargo, ahora la NUEVA EPS le indica que debe empezar de 
cero el proceso de valoración médica. 
 

● El 03 de septiembre se acercó a la NUEVA EPS, para que le asignaran cita por ginecología, 
obteniendo sólo una respuesta evasiva de la entidad. 
 

● Por lo anterior, alega una vulneración a su derecho a la salud toda vez requiere un servicio 
de salud continuo y adecuado para tratar sus patologías. 

 
2.  PETICIONES 

 
La parte accionante solicita que se conceda la protección de sus derechos fundamentales y en 

consecuencia se ordene a la NUEVA EPS autorizar y programar valoración por primera vez por 

ginecología ordenada por el médico tratante.  

 
 

3. RESPUESTA DE LA ACCIONADA 
 

La accionada NUEVA EPS debidamente notificada de la presente acción, no allegó respuesta alguna.  
 

4.CONSIDERACIONES 
 
4.1. Problema Jurídico 

 
De acuerdo con los hechos que fundamentaron la presente acción de tutela, las pruebas 
aportadas y las respuestas de los accionados, este Despacho debe determinar si la NUEVA EPS 
vulneró los derechos fundamentales a la salud, vida y dignidad humana de la señora ROSA MERY 
SANCHEZ MARTINEZ. 
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4.2. Aspectos Generales de la acción de tutela 
 

Es una garantía constitucional de toda persona, exigir ante las autoridades judiciales la 
protección inmediata de sus derechos fundamentales, a través de la acción de tutela, consagrada 
como un mecanismo preferente y sumario que se surte en un término de diez (10) días, que tiene 
como objetivo impedir o cesar la vulneración o amenaza de estos derechos, a través de una 
sentencia que es de inmediato cumplimiento y es susceptible de ser impugnada por las partes. 

 
De conformidad con el artículo 2º del Decreto 2591 de 1991, la acción de tutela garantiza los 
derechos constitucionales fundamentales, y es procedente contra toda acción u omisión de las 
autoridades públicas o particulares, que haya violado, viole o amenace violar cualquiera de éstos 
derechos; pero solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa 
judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 
irremediable, en los términos del numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991. 

 
Es decir, que la acción de tutela tiene un carácter residual y está sujeta a la inexistencia o 
ineficacia de otro mecanismo judicial que garantice de forma oportuna y efectiva la protección 
del derecho fundamental que está siendo vulnerado o amenazado por la acción u omisión de una 
autoridad pública o un particular. 
 

 
4.3. Legitimación en la causa por activa 

 
Según lo dispone el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, la acción de tutela puede ser interpuesta 
por cualquier persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien 
puede actuar por sí misma, a través de apoderado judicial, o representado por un agente oficioso 
cuando no esté en condiciones de promover su propia defensa. 

 
De lo anterior, se colige que hay diferentes formas para que se configure la legitimación por 
activa, entre las que encontramos las siguientes: a) Cuando la interposición de la acción se realiza 
a través de apoderado judicial, para lo cual se requiere el poder que lo faculte para ejercer la 
acción; b) Cuando el que interpone la tutela es el representante legal, ya sea de una empresa o 
de un menor de edad, de un interdicto, etc.; c) Cuando el afectado de manera directa propugna 
por sus derechos; d) y cuando se realiza a través de agente oficioso. 

 

En atención a las anteriores precisiones normativas, es del caso advertir que la acción de tutela 
fue interpuesta por la señora ROSA MERY SANCHEZ MARTINEZ en representación propia, por la 
presunta vulneración y amenaza a sus derechos fundamentales a la salud, vida y dignidad 
humana, por lo cual se encuentra legitimada en la causa para ejercitar la presente acción.  

 
     4.4.Derecho fundamental a la salud 
 
Los artículos 48 y 49 de la Constitución Política de 1991, consagran la seguridad social y la salud, 
como un derecho social y económico de carácter irrenunciable y como un servicio público a cargo 
del Estado, en el cual debe garantizar el acceso de todas las personas a los servicios de promoción, 
protección y recuperación de la salud.  
 
Sobre el carácter fundamental del derecho a la salud, la H. Corte Constitucional ha fijado un criterio 

claro y reiterado, según el cual éste es un derecho autónomo, debido a que es necesario garantizar 

la vida digna de las personas y resulta ser indispensable para el ejercicio de las demás garantías 

fundamentales; que en sí mismo considerado implica un cierto grado de complejidad, dado que 

protege diversos aspectos de la vida humana y comprende prestaciones de orden económico 

orientada al efectivo goce de éste derecho. 

 

En la sentencia T-144 de 2008, la Corte Constitucional, explicó lo siguiente: 

 

“Se trata entonces de una línea jurisprudencial reiterada por esta Corte, la cual ha establecido 

que el derecho a la salud es un derecho fundamental, que envuelve como sucede también con 

los demás derechos fundamentales, prestaciones de orden económico orientadas a garantizar 

de modo efectivo la eficacia de estos derechos en la realidad. Bajo esta premisa, el Estado a 

través del Sistema de Seguridad Social en Salud, proporciona las condiciones por medio de las 



Acción de Tutela de 
 Primera Instancia 

Radicado: 2021-00349 
 
 

 

 

cuales sus asociados pueden acceder a un estado de salud íntegro y armónico. Acción de Tutela 

de Primera Instancia Radicado: 2020-00267 4. 

 

Es por ello que esta Corporación ha precisado que la salud puede ser considerada como un 

derecho fundamental no solo cuando peligra la vida como mera existencia, sino que ha 

resaltado que la salud es esencial para el mantenimiento de la vida en condiciones dignas… 

 

En conclusión, la Corte ha señalado que todas las personas sin excepción pueden acudir a la 

acción de tutela para lograr la efectiva protección de su derecho constitucional fundamental a 

la salud. Por tanto, todas las entidades que prestan la atención en salud, deben procurar no solo 

de manera formal sino también material la mejor prestación del servicio, con la finalidad del 

goce efectivo de los derechos de sus afiliados, pues la salud comporta el goce de distintos 

derechos, en especial el de la vida y el de la dignidad; derechos que deben ser garantizados por 

el Estado Colombiano de conformidad con los mandatos internacionales, constitucionales y 

jurisprudenciales.” 

 

Así mismo, en la sentencia T-760 de 2008, señaló:  

 

“(…) 3.2.3. El derecho a la salud es un derecho que protege múltiples ámbitos de la vida 

humana, desde diferentes perspectivas. Es un derecho complejo, tanto por su concepción, 

como por la diversidad de obligaciones que de él se derivan y por la magnitud y variedad de 

acciones y omisiones que su cumplimiento demanda del Estado y de la sociedad en general. La 

complejidad de este derecho, implica que la plena garantía del goce efectivo del mismo, está 

supeditada en parte a los recursos materiales e institucionales disponibles. Recientemente la 

Corte se refirió a las limitaciones de carácter presupuestal que al respecto existen en el orden 

nacional: “[e]n un escenario como el colombiano caracterizado por la escasez de recursos, en 

virtud de la aplicación de los principios de equidad, de solidaridad, de subsidiariedad y de 

eficiencia, le corresponde al Estado y a los particulares que obran en su nombre, diseñar 

estrategias con el propósito de conferirle primacía a la garantía de efectividad de los derechos 

de las personas más necesitadas por cuanto ellas y ellos carecen, por lo general, de los medios 

indispensables para hacer viable la realización de sus propios proyectos de vida en condiciones 

de dignidad.” 

 

3.2.4. En un primer momento, la Corte Constitucional consideró que la acción de tutela era una 

herramienta orientada a garantizar el goce efectivo de los derechos de libertad clásicos y otros 

como la vida. No obstante, también desde su inicio, la jurisprudencia entendió que algunas de 

las obligaciones derivadas del derecho a la salud, por más que tuvieran un carácter prestacional 

y en principio fuera progresivo su cumplimiento, eran tutelables directamente, en tanto eran 

obligaciones de las que dependían derechos como la vida o la integridad personal, por ejemplo. 

Esto ha sido denominado la tesis de la conexidad: la obligación que se deriva de un derecho 

constitucional es exigible por vía de tutela si esta se encuentra en conexidad con el goce efectivo 

de un derecho fundamental. La Corte Constitucional ha señalado pues, que hay órbitas de la 

protección del derecho a la salud que deben ser garantizadas por vía de tutela, por la grave 

afección que implicarían para la salud de la persona y para otros derechos, expresamente 

reconocidos por la Constitución como ‘derechos de aplicación inmediata’, tales como la vida o 

la igualdad. 

 

Sin embargo, también desde su inicio, la jurisprudencia constitucional consideró que la salud no 

solamente tiene el carácter de fundamental en los casos en los que “se relaciona de manera 

directa y grave con el derecho a la vida”, “sino también en aquellas situaciones en las cuales se 

afecte de manera directa y grave el mínimo vital necesario para el desempeño físico y social en 

condiciones normales”. Siguiendo a la Organización Mundial de la Salud, por ejemplo, la Corte 

ha resaltado que el derecho a la salud también se encuentra respaldado en el ‘principio de 

igualdad en una sociedad’. Es decir, el grado de salud que puede ser reclamado por toda persona 

de forma inmediata al Estado, es la protección de ‘un mínimo vital, por fuera del cual, el 

deterioro orgánico impide una vida normal.” 
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De acuerdo con lo anterior, el ejercicio del derecho a la salud como derecho fundamental e 

irrenunciable, es susceptible de ser protegido mediante la acción de tutela de forma autónoma; y de 

acuerdo a lo planteado por el Máximo Tribunal Constitucional, en la sentencia T-433 de 2014,es 

procedente en los siguientes casos: 1. Cuando hay una falta de reconocimiento de prestaciones 

incluidas en los planes obligatorios de salud o dentro de los planes de cobertura y la negativa no 

tiene un fundamento estrictamente médico; 2. Cuando no se reconocen prestaciones excluidas de 

los planes de cobertura que son urgentes y la persona no puede acceder a ellas por incapacidad 

económica; 3. Cuando existe una dilación o se presentan barreras injustificadas en la entrega de los 

medicamentos; y, 4. Cuando se desconoce el derecho al diagnóstico.  

 

5. Caso Concreto 

 
De conformidad con el problema jurídico planteado, es necesario determinar si se dan las 
circunstancias necesarias para establecer si la NUEVA EPS ha conculcado los derechos 
fundamentales cuya protección se invoca a favor de la señora ROSA MERY SANCHEZ MARTINEZ. 
 
De las pruebas allegadas en este proceso, se observa lo siguiente: 
 

● La accionante  se encuentra afiliada en el Régimen Subsidiado en salud de la Nueva Eps. 

 
 

● De acuerdo a la orden médica archivo pdf 01.1, el médico tratante le ordenó como plan de 
manejo para las patologías vaginitis vulvitis y papilomavirus “Consulta de primera vez por 
especialista en ginecología y obstetricia”.   

 
Ahora bien, la accionada NUEVA EPS,  no dio respuesta a la presente acción de tutela por lo que 
opera la presunción de veracidad consagrada en el artículo 20 del Decreto 2591 de 1991, , respecto 
la cual “La Corte Constitucional ha señalado que la presunción de veracidad de los hechos constituye 
un instrumento que tiene dos fines principales, el primero, sancionar el desinterés o la negligencia 
de las entidades demandadas ante la presentación de una acción de tutela en la que se alega la 
vulneración de los derechos fundamentales de una persona; y, el segundo, obtener la eficacia de los 
derechos fundamentales comprometidos[34], en observancia de los principios de inmediatez, 
celeridad y buena fe[35], es decir, “encuentra sustento en la necesidad de resolver con prontitud 
sobre las acciones de tutela, dado que están de por medio derechos fundamentales” (Sentencia 
T260 de 2019). 
 
Luego entonces, evidenciándose que la entidad accionada no demostró que se gestionara y 
autorizara la valoración por especialista en ginecología y obstetricia requerida por la señora ROSA 
MERY SANCHEZ MARTINEZ, lo que atenta gravemente su derecho a la salud, pues existe una 
demora injustificada en la prestación del servicio. 
 
Dadas las circunstancias, es preciso señalar que, entre las obligaciones correlativas al derecho 
fundamental a la salud, está la prestación de los servicios de manera oportuna, eficiente, integral y 
continúa, con el fin de eliminar barreras que impidan su acceso y garantizar la vida digna de los 
pacientes, previendo que los servicios médicos no pueden ser interrumpidos como consecuencia de 
barreras económicas y administrativas que menoscaben sus derechos fundamentales. 
 

https://etbcsj-my.sharepoint.com/personal/jlabccu3_cendoj_ramajudicial_gov_co/_layouts/15/onedrive.aspx?searchScope=folder&id=%2Fpersonal%2Fjlabccu3%5Fcendoj%5Framajudicial%5Fgov%5Fco%2FDocuments%2FAcciones%20de%20Tutelas%201ra%2E%20Instancia%2F2021%2FAT%202021%2D00349%2D00%2F01%2E1%20Anexos%2Epdf&parent=%2Fpersonal%2Fjlabccu3%5Fcendoj%5Framajudicial%5Fgov%5Fco%2FDocuments%2FAcciones%20de%20Tutelas%201ra%2E%20Instancia%2F2021%2FAT%202021%2D00349%2D00
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Por lo tanto, se concederá la protección del derecho a la salud, y como consecuencia de ello, se le 
ordenará a la NUEVA EPS, que en el término perentorio de cuarenta y ocho (48) horas, autorice, 
programe y realice “consulta de primera vez por especialista en ginecología y obstetricia” a la 
accionante ROSA MERY SANCHEZ MARTINEZ.  
 

6. DECISIÓN 
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Cúcuta, administrando justicia 
en nombre de la República y por autoridad de la ley. 
 

RESUELVE: 

 
PRIMERO. TUTELAR los derechos fundamentales a la salud de la señora   ROSA MERY SANCHEZ 
MARTINEZ, de acuerdo con lo expuesto en la parte motiva. 
 
SEGUNDO. ORDENAR a la entidad NUEVA EPS, que en el término perentorio de cuarenta y ocho 
(48) horas, autorice, programe y realice “consulta de primera vez por especialista en ginecología 
y obstetricia” a la accionante ROSA MERY SANCHEZ MARTINEZ. 
 
TERCERO. NOTIFICAR esta decisión a los interesados conforme a lo señalado en el Decreto 2591 
de 1991 haciéndosele saber al accionado que el término con que cuenta para el cumplimiento de 
la orden aquí impartida empezará a correr a partir de la notificación. 
 
CUARTO. Una vez ejecutoriada la presente providencia, en caso de no ser impugnada, REMÍTASE 
a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión, en caso de no ser seleccionada para 
revisión, se dispone a obedecer y cumplir lo ordenado por el superior y el archivo de la acción. 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

MARICELA C. NATERA MOLINA 
Juez 

 
 
 

LUCIO VILLÁN ROJAS 
Secretario 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

DEPARTAMENTO DE NORTE DE SANTANDER 
JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA 

San José de Cúcuta, dos (02) de noviembre de dos mil veintiuno(2021) 

TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA 

      RAD. JUZGADO: 54-001-31-05-003-2021-00348-00 
      ACCIONANTE:    OTONIEL RINCON RONDON Agente oficioso del señor LUIS ALEJANDRO  
                                      RINCÓN RONDÓN 
      ACCIONADO:      POLICÍA NACIONAL y la DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL 
 
 
Procede este Despacho a decidir la acción de tutela interpuesta por OTONIEL RINCON RONDON 

quien actúa como Agente oficioso del señor LUIS ALEJANDRO RINCÓN RONDÓN contra  POLICÍA 

NACIONAL y la DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL  por la presunta vulneración de 

sus derechos fundamentales a la salud y vida en condiciones dignas.  

 

1. ANTECEDENTES 

 
El señor OTONIEL RINCON RONDON quien actúa como Agente Oficioso de su hermano LUIS 

ALEJANDRO RINCÓN RONDÓN interpuso acción de tutela, con fundamento en lo siguiente: 

 

• Manifiesta que su hermano LUIS ALEJANDRO RINCÓN RONDÓN cuenta con 67 años de edad, 

y es beneficiario de la pensión de su padre en razón a que padece una discapacidad mental. 

 

• Indica que requiere del uso constante de pañales desechables en razón que no tiene control 

de esfínteres, y desde el año 2020 empezó a padecer hiponatremia, lo que afecta su 

movilidad, por lo que requiere de su ayuda constante para suplir sus necesidades básicas. 

Además, señala que su hermano años atrás padeció un accidente cerebrovascular. 

 

• Informa que el día 18 de octubre de 2020, se le realizó una junta médica laboral por parte de 

la Unidad Prestadora de Salud-Sanidad Policía Nacional en la cual se le determinó una pérdida 

de la capacidad laboral en un 84.2%. 

 

• El día 10 de julio de 2021, el suscrito presentó una decaída por hiponatremia y en consecuencia 

tuvo que ser hospitalizado. Posteriormente, el día 15 del mismo mes, se enfermó por covid 

19. 

 

• El 01 septiembre de 2021, asistió a valoración por neurología en el centro médico CONEURO, 

donde el médico especialista ordenó 27o pañales talla L por tres meses dada su incontinencia. 

 

• Seguidamente, solicitó la autorización de los pañales conforme a la orden médica del 01 de 

septiembre ante la Unidad Prestadora de Salud-Sanidad Policía Nacional, no obstante, la 

Unidad negó la autorización señalando que dichos insumos no están dentro del Plan 
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Obligatorio de Salud. 

 

• Finalmente, manifestó que si bien es cierto el suscrito recibe una mesada pensional, este se 
usa para los gastos de alimentación, arriendo y todos los gastos que conlleva el uso 
permanente de insumos como pañales, cremas antipañalitis, el transporte constante para 
llevarlo a las citas médicas, entre otros gastos relacionados con su condición de salud, por lo 
que el dinero resulta insuficiente para cubrir todo, pues  no cuenta con otro ingreso 
económico, ya que debe dedicarse al cuidado del mismo. 

 
2. PETICIONES 
 
Con fundamento en los anteriores hechos, la parte accionante solicita que se conceda la protección 
a los derechos fundamentales a la salud y vida en condiciones dignas del señor LUIS ALEJANDRO 
RINCÓN RONDÓN, por consiguiente, se ordene a la DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA POLICÍA 
NACIONAL que autorice y suministre los 270 pañales talla L por tres meses conforme a la orden 
médica del 01 de septiembre de 2021. 

 
 

3. RESPUESTA DE LA ACCIONADA 
 

➔ POLICÍA NACIONAL, manifestó que es la Unidad desconcentrada del Área Gestión de 
Aseguramiento en Salud, la encargada de acompañar, verificar y controlar a las Unidades Prestadoras 
de Salud compuestas por los Establecimientos de Sanidad Policial y red contratada externa, en el 
desarrollo de las estrategias y actividades que garanticen el acceso efectivo a los servicios de salud, 
la gestión del riesgo en salud, la articulación de los servicios, la integralidad y continuidad de los 
mismos y el cumplimiento de los derechos de los usuarios sin perjuicio de su autonomía, por lo cual, 
mediante correo electrónico, se remitió la tutela del asunto a la unidad antes en mención el día 20 de 
octubre de 2021, para que allí den respuesta de fondo a los requerimientos elevados. 
 

➔ DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL, señaló que los insumos como pañales 
desechables no son servicios de salud asistenciales de los cuales la Dirección de Sanidad esté forzada 
a brindar conforme al acuerdo 002 del 27 de abril de 2001 “Por el cual se establece el Plan de Servicios 
de Sanidad Militar y Policial”. Así, no puede atribuirse vulneración alguna de los derechos 
fundamentales del actor toda vez que no recae sobre la misma la obligación de suministrar tales 
insumos.  
 

4. CONSIDERACIONES  
 

4.1. Problema Jurídico 

 
De acuerdo con los hechos que fundamentaron la presente acción de tutela y las pruebas aportadas, 

se debe establecer si existe una vulneración a los derechos fundamentales de salud y vida en 

condiciones dignas del señor LUIS ALEJANDRO RINCÓN RONDÓN por parte de la DIRECCIÓN DE 

SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL. 

 

4.2. Aspectos Generales de la acción de tutela 

 

Es una garantía constitucional de toda persona, exigir ante las autoridades judiciales la protección 

inmediata de sus derechos fundamentales, a través de la acción de tutela, consagrada como un 

mecanismo preferente y sumario que se surte en un término de diez (10) días, que tiene como 

objetivo impedir o cesar la vulneración o amenaza de éstos derechos, a través de una sentencia que 

es de inmediato cumplimiento y es susceptible de ser impugnada por las partes. 

 
De conformidad con el artículo 2º del Decreto 2591 de 1991, la acción de tutela garantiza los derechos 

constitucionales fundamentales, y es procedente contra toda acción u omisión de las autoridades 

públicas o particulares, que haya violado, viole o amenace violar cualquiera de éstos derechos; pero 
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solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que aquella 

se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, en los términos del 

numeral 1º del artículo 6º del Decreto 2591 de 1991. 

 
Es decir, que la acción de tutela tiene un carácter residual y está sujeta a la inexistencia o ineficacia 

de otro mecanismo judicial que garantice de forma oportuna y efectiva la protección del derecho 

fundamental que está siendo vulnerado o amenazado por la acción u omisión de una autoridad o un 

particular. 

 

5.3. Legitimación en la causa por activa 

 
Según lo dispone el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, la acción de tutela puede ser interpuesta por 

cualquier persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien puede 

actuar por sí misma, a través de apoderado judicial, o representado por un agente oficioso cuando 

no esté en condiciones de promover su propia defensa. 

 
De lo anterior, se colige que hay diferentes formas para que se configure la legitimación por activa, 

entre las que encontramos las siguientes: a) Cuando la interposición de la acción se realiza a través 

de apoderado judicial, para lo cual se requiere el poder que lo faculte para ejercer la acción; b) Cuando 

el que interpone la tutela es el representante legal, ya sea de una empresa o de un menor de edad, 

de un interdicto, etc.; c) Cuando el afectado de manera directa propugna por sus derechos; d) y 

Cuando se realiza a través de agente oficioso. 1 

 
En atención a las anteriores precisiones normativas, es del caso advertir que la acción de tutela fue 

interpuesta por OTONIEL RINCON RONDON quien actúa como Agente oficioso de su hermano LUIS 

ALEJANDRO RINCÓN RONDÓN por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales de salud 

y vida en condiciones dignas, por lo que se encuentra legitimado para incoar la misma. 

 

 

5.4. Derecho fundamental a la salud  

 

Los artículos 48 y 49 de la Constitución Política de 1991, consagran la seguridad social y la salud, como 

un derecho social y económico de carácter irrenunciable y como un servicio público a cargo del 

Estado, en el cual debe garantizar el acceso de todas las personas a los servicios de promoción, 

protección y recuperación de la salud.  

 

Sobre el carácter fundamental del derecho a la salud, la H. Corte Constitucional ha fijado un criterio 

claro y reiterado, según el cual éste es un derecho autónomo, debido a que es necesario garantizar 

la vida digna de las personas y resulta ser indispensable para el ejercicio de las demás garantías 

fundamentales; que en sí mismo considerado implica un cierto grado de complejidad, dado que 

protege diversos aspectos de la vida humana y comprende prestaciones de orden económico 

orientada al efectivo goce de éste derecho. 

 

En la sentencia T-144 de 2008, la Corte Constitucional, explicó lo siguiente:  

 

“Se trata entonces de una línea jurisprudencial reiterada por esta Corte, la cual ha establecido 

que el derecho a la salud es un derecho fundamental, que envuelve como sucede también con 

los demás derechos fundamentales, prestaciones de orden económico orientadas a garantizar 

de modo efectivo la eficacia de estos derechos en la realidad. Bajo esta premisa, el Estado a 

través del Sistema de Seguridad Social en Salud, proporciona las condiciones por medio de las 

cuales sus asociados pueden acceder a un estado de salud íntegro y armónico. Acción de Tutela 

de Primera Instancia  
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Es por ello que esta Corporación ha precisado que la salud puede ser considerada como un 

derecho fundamental no solo cuando peligra la vida como mera existencia, sino que ha resaltado 

que la salud es esencial para el mantenimiento de la vida en condiciones dignas… 

 

En conclusión, la Corte ha señalado que todas las personas sin excepción pueden acudir a la 

acción de tutela para lograr la efectiva protección de su derecho constitucional fundamental a 

la salud. Por tanto, todas las entidades que prestan la atención en salud, deben procurar no solo 

de manera formal sino también material la mejor prestación del servicio, con la finalidad del 

goce efectivo de los derechos de sus afiliados, pues la salud comporta el goce de distintos 

derechos, en especial el de la vida y el de la dignidad; derechos que deben ser garantizados por 

el Estado Colombiano de conformidad con los mandatos internacionales, constitucionales y 

jurisprudenciales.”  

 

Así mismo, en la sentencia T-760 de 2008, señaló:  

 

“(…) 3.2.3. El derecho a la salud es un derecho que protege múltiples ámbitos de la vida humana, 

desde diferentes perspectivas. Es un derecho complejo, tanto por su concepción, como por la 

diversidad de obligaciones que de él se derivan y por la magnitud y variedad de acciones y 

omisiones que su cumplimiento demanda del Estado y de la sociedad en general. La complejidad 

de este derecho, implica que la plena garantía del goce efectivo del mismo, está supeditada en 

parte a los recursos materiales e institucionales disponibles. Recientemente la Corte se refirió a 

las limitaciones de carácter presupuestal que al respecto existen en el orden nacional: “[e]n un 

escenario como el colombiano caracterizado por la escasez de recursos, en virtud de la 

aplicación de los principios de equidad, de solidaridad, de subsidiariedad y de eficiencia, le 

corresponde al Estado y a los particulares que obran en su nombre, diseñar estrategias con el 

propósito de conferirle primacía a la garantía de efectividad de los derechos de las personas más 

necesitadas por cuanto ellas y ellos carecen, por lo general, de los medios indispensables para 

hacer viable la realización de sus propios proyectos de vida en condiciones de dignidad.” 

 

3.2.4. En un primer momento, la Corte Constitucional consideró que la acción de tutela era una 

herramienta orientada a garantizar el goce efectivo de los derechos de libertad clásicos y otros 

como la vida. No obstante, también desde su inicio, la jurisprudencia entendió que algunas de 

las obligaciones derivadas del derecho a la salud, por más que tuvieran un carácter prestacional 

y en principio fuera progresivo su cumplimiento, eran tutelables directamente, en tanto eran 

obligaciones de las que dependían derechos como la vida o la integridad personal, por ejemplo. 

Esto ha sido denominado la tesis de la conexidad: la obligación que se deriva de un derecho 

constitucional es exigible por vía de tutela si esta se encuentra en conexidad con el goce efectivo 

de un derecho fundamental. La Corte Constitucional ha señalado pues, que hay órbitas de la 

protección del derecho a la salud que deben ser garantizadas por vía de tutela, por la grave 

afección que implicarían para la salud de la persona y para otros derechos, expresamente 

reconocidos por la Constitución como ‘derechos de aplicación inmediata’, tales como la vida o 

la igualdad.  

 

Sin embargo, también desde su inicio, la jurisprudencia constitucional consideró que la salud no 

solamente tiene el carácter de fundamental en los casos en los que “se relaciona de manera 

directa y grave con el derecho a la vida”, “sino también en aquellas situaciones en las cuales se 

afecte de manera directa y grave el mínimo vital necesario para el desempeño físico y social en 

condiciones normales”. Siguiendo a la Organización Mundial de la Salud, por ejemplo, la Corte 

ha resaltado que el derecho a la salud también se encuentra respaldado en el ‘principio de 

igualdad en una sociedad’. Es decir, el grado de salud que puede ser reclamado por toda persona 

de forma inmediata al Estado, es la protección de ‘un mínimo vital, por fuera del cual, el 
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deterioro orgánico impide una vida normal.”  

 

De acuerdo con lo anterior, el ejercicio del derecho a la salud como derecho fundamental e 

irrenunciable, es susceptible de ser protegido mediante la acción de tutela de forma autónoma; 

y de acuerdo a lo planteado por el Máximo Tribunal Constitucional, en la sentencia T-433 de 2014, 

es procedente en los siguientes casos: 1. Cuando hay una falta de reconocimiento de 

prestaciones incluidas en los planes obligatorios de salud o dentro de los planes de cobertura y 

la negativa no tiene Acción de Tutela de Primera Instancia Radicado: 2020-00267 5 un 

fundamento estrictamente médico; 2. Cuando no se reconocen prestaciones excluidas de los 

planes de cobertura que son urgentes y la persona no puede acceder a ellas por incapacidad 

económica; 3. Cuando existe una dilación o se presentan barreras injustificadas en la entrega de 

los medicamentos; y, 4. Cuando se desconoce el derecho al diagnóstico. 

 

En relación con servicios, medicamentos, insumos no incluido en el PBS, la Corte Constitucional 

en la Sentencia T-235 de 2018, señaló que, además del requisito de subsidiariedad, se deben 

acreditar los siguientes presupuestos:  

 

“43. En relación con el suministro de elementos, intervenciones e insumos no incluidos en el Plan 

de Beneficios en Salud (PBS), esta Corporación ha precisado que el derecho a la salud, por su 

complejidad, suele estar sujeto a restricciones presupuestales y a una serie de actuaciones y 

exigencias institucionales que tienen que ver con la diversidad de obligaciones a las que da lugar, 

y a la magnitud y multiplicidad de acciones y omisiones que exige del Estado y de la sociedad. No 

obstante, la escasez de recursos disponibles o la complejidad de las gestiones administrativas 

asociadas al volumen de atención del sistema no justifican la creación de barreras 

administrativas que obstaculicen la implementación de medidas que aseguren la prestación 

continua y efectiva de los servicios asistenciales que requiere la población. 

 

44. Así, el efecto real de tales restricciones se traduce en la necesidad de que los recursos del 

Sistema General de Seguridad Social en Salud se destinen a la satisfacción de los asuntos que 

resultan prioritarios, bajo el entendido de que progresivamente las personas deben disfrutar del 

nivel más alto posible de atención integral en salud. Bajo este supuesto, la Corte ha admitido 

que el PBS esté delimitado por las prioridades fijadas por los órganos competentes y así ha 

negado tutelas, que pretenden el reconocimiento de un servicio excluido del PBS, en la medida 

que dicha exclusión no atente contra los derechos fundamentales del interesado. 

 

45. Con todo, las autoridades judiciales constantemente enfrentan el reto de resolver peticiones 

relativas a la autorización de un medicamento, tratamiento o procedimiento excluido del PBS. 

 

Este desafío consiste en determinar cuáles de esos reclamos ameritan la intervención del juez 

constitucional, es decir, en qué casos la entrega de un medicamento que está por fuera del plan 

de cubrimiento, y cuyo reconocimiento afecta el principio de estabilidad financiera del sistema 

de salud, es imperiosa a la luz de los principios de eficacia, universalidad e integralidad del 

derecho a la salud. 

 

Por lo anterior, como lo resaltó la Sentencia T-017 de 2013, de lo que se trata es de determinar 

en qué condiciones la negativa a suministrar una prestación por fuera del PBS afecta de manera 

decisiva el derecho a la salud de una persona, en sus dimensiones físicas, mentales o afectivas. 

 

46. Para facilitar la labor de los jueces, la Sentencia T-760 de 2008, resumió las reglas específicas 

que deben ser contrastadas y verificadas en aras de asegurar que la sostenibilidad del sistema 

de salud se armonice con las obligaciones que están en cabeza del Estado en su condición de 

garante del goce efectivo del derecho a la salud. Dicha sentencia concluyó que debe ordenarse 
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la provisión de medicamentos, procedimientos y elementos que estén excluidos del PBS a fin de 

proteger los derechos fundamentales de los afectados, cuando concurran las siguientes 

condiciones: 

 

De hecho, esta sentencia puntualiza, además, que otorgar en casos excepcionales un 

medicamento o un servicio médico no incluido en el PBS, en un caso específico, no implica per 

se la modificación del Plan de Beneficios en Salud, ni la inclusión del medicamento o del servicio 

dentro del mismo, pues lo que exige es que exista un goce efectivo de los derechos a la salud y 

a la vida en condiciones dignas. 

 

En este sentido, los medicamentos y servicios no incluidos dentro del PBS, continuarán excluidos 

y su suministro sólo será autorizado en casos excepcionales, cuando el paciente cumpla con las 

condiciones anteriormente descritas. Esto, sin que eventualmente el órgano regulador incluya 

ese medicamento o servicio dentro del plan de beneficios. 

 

47. Sin embargo, la jurisprudencia ha reconocido que en ciertos casos el derecho a la salud 

requiere de un mayor ámbito de protección. Así, existen circunstancias en las que a pesar de no 

existir órdenes médicas, la Corte ha ordenado el suministro y/o autorización de prestaciones 

asistenciales no incluidas en el PBS, en razón a que la patología que padece el actor es un hecho 

notorio del cual se desprende que su existencia es indigna, por cuanto no puede gozar de la 

óptima calidad de vida que merece. 

 

48. La Corte ha señalado puntualmente en relación con la primera subregla, atinente a la 

amenaza a la vida y la integridad por la falta de prestación del servicio, que el ser humano merece 

conservar niveles apropiados de salud, no sólo para sobrevivir, sino para desempeñarse 

adecuadamente y con unas condiciones mínimas que le permitan mantener un estándar de 

dignidad, propio de un Estado Social de Derecho. 

 

De esta manera, esta Corporación ha reiterado que el derecho a la vida implica también la 

salvaguarda de condiciones tolerables y mínimas de existencia, que permitan subsistir con 

dignidad. Por lo tanto, para su garantía no se requiere necesariamente enfrentarse a una 

situación inminente de muerte, sino que su protección exige además asegurar la calidad de vida 

en condiciones dignas y justas, según lo dispuesto en la Carta Política.  

 

49. En torno a la segunda subregla, atinente a que los servicios no tengan reemplazo en el PBS, 

la jurisprudencia constitucional ha sostenido que se debe demostrar la calidad y efectividad de 

los medicamentos o elementos solicitados y excluidos del Plan de Beneficios en Salud. En 

relación con esto, ha señalado la Corte que si el medicamento o servicio requerido por el 

accionante tiene un sustituto en el plan de beneficios que ofrezca iguales, o mejores niveles de 

calidad y efectividad, no procederá la inaplicación del PBS. 

 

50. En cuanto a la tercera subregla, esto es que el servicio haya sido ordenado por un galeno de 

la EPS, para que un medicamento, elemento o procedimiento excluido del plan de beneficios 

pueda otorgarse por vía de tutela, esta Corporación ha sostenido que: 

 

i. Es el profesional médico de la EPS quien tiene la idoneidad y las capacidades académicas y de 

experticia para verificar la necesidad o no de los elementos, procedimientos o medicamentos 

solicitados. 

 

ii. Cuando dicho concepto médico no es emitido por un galeno adscrito a la EPS, sino por uno 

externo, la EPS no puede restarle validez y negar el servicio únicamente por el argumento de la 

no adscripción del médico a la entidad prestadora de salud. De esta forma, sólo razones 
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científicas pueden desvirtuar una prescripción de igual categoría. Por ello, los conceptos de los 

médicos no adscritos a las EPS también pueden tener validez, a fin de propiciar la protección 

constitucional de las personas. 

 

iii. Esta Corte, de forma excepcional, ha permitido el suministro de elementos o medicamentos, 

aun cuando no existe orden de un médico tratante, siempre y cuando se pueda inferir de algún 

documento aportado al proceso –bien sea la historia clínica o algún concepto médico– la plena 

necesidad de suministrar lo requerido por el accionante.  

 

Por ejemplo, la Sentencia T-899 de 2002, tuteló los derechos a la salud y a la vida digna de quien 

sufría incontinencia urinaria como causa de una cirugía realizada por el Instituto de Seguros 

Sociales (ISS), y se concedió el otorgamiento de pañales que no habían sido formulados 

médicamente. En el fallo se ordenó la entrega de los referidos elementos, dada la necesidad de 

estos suplementos para preservar la dignidad humana y la carencia de recursos de la peticionaria 

para pagarlos.  

 

En este mismo sentido, recientemente se han proferido sentencias como la T-226 de 2015[130]. 

En esta oportunidad, se ampararon los derechos a la salud y a la vida digna de una persona que 

tenía comprometida su movilidad, autonomía e independencia y se encontraba en estado de 

postración. Por lo anterior, ante la evidente necesidad y su circunstancia particularse consideró 

que era posible prescindir de la orden médica para ordenar la entrega de pañales y se indicó la 

cantidad y periodicidad hasta que un médico tratante valorara a la paciente y determinara la 

cantidad precisa a entregar. 

 

Así mismo, la Sentencia T- 014 de 2017[131], reiteró la jurisprudencia constitucional en los casos 

en que se reclaman servicios e insumos sin orden médica, cuya necesidad configura un hecho 

notorio. Bajo esta línea se ampararon los derechos de una persona adulta mayor que solicitó 

pañales sin prescripción médica en razón a que de la historia clínica se podía concluirla necesidad 

de dichos insumos. 

 

Igualmente, la Sentencia T-120 de 2017[132], con respecto a la solicitud de pañales, expuso que 

aunque los pañales, pañitos húmedos y la crema antipañalitis no están incluidos dentro de los 

servicios o elementos que deben garantizar las EPS, en ese caso concreto se evidenció que eran 

necesarios en virtud del diagnóstico médico del menor de edad. Por tanto,se protegió el derecho 

a la vida digna del niño. 

 

51. Finalmente, en torno a la cuarta subregla,referente a la capacidad del paciente para sufragar 

los servicios, esta Corte ha insistido que debido a los principios de solidaridad y universalidad 

que gobiernan el Sistema de Seguridad Social en Salud, el Estado, a través del Fondo de 

Solidaridad y Garantías-FOSYGA- hoy Administradora de los Recursos del Sistema General de 

Seguridad Social en Salud -ADRES-, sólo puede asumir aquellas cargas que, por real incapacidad, 

no puedan costear los asociados. 

 

En cuanto a la capacidad económica para sufragar los gastos de medicamentos, tratamientos o 

elementos, que no es una cuestión de cantidad sino de calidad, toda vez que depende de las 

condiciones socioeconómicas específicas en las que el interesado se encuentre y de las 

obligaciones que sobre él recaigan. Al respecto, la ya citada Sentencia T-760 de 2008, señaló que 

dado que el concepto de mínimo vital es de carácter cualitativo, y no cuantitativo, se debe 

proteger el derecho a la salud cuando el costo del servicio “afecte desproporcionadamente la 

estabilidad económica de la persona”. 

 

De este modo, la exigencia de acreditar la falta de recursos para sufragar los bienes y servicios 
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médicos por parte del interesado, ha sido asociada a la primacía del interés general, al igual que 

al principio de solidaridad, dado que los particulares tienen el deber de aportar su esfuerzo para 

el beneficio del interés colectivo y contribuir al equilibrio y mantenimiento del sistema.” 

 

5. Caso concreto 

 

De conformidad con el problema jurídico planteado y las pruebas allegadas al plenario, se debe 

determinar si la entidad accionada DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL, está obligada 

a otorgarle al accionante LUIS ALEJANDRO RINCÓN RONDÓN el suministro de 270 pañales talla L por 

tres meses ordenados por su médico tratante, aún cuando se encuentra excluido del Plan de 

Beneficios en Salud. 

 

Al respecto, la Corte Constitucional desarrolló en la sentencia T – 065 de 2018 el alcance del derecho 

a la salud en relación con los medicamentos que no se encuentran dentro del PBS señalando en lo 

pertinente:  

 

‘’Las exclusiones del PBS son admisibles siempre y cuando no atenten contra los derechos 

fundamentales de los ciudadanos. Empero, en aquellos casos excepcionales en que la 

denegación del suministro de un servicio o tecnología por fuera del PBS afecte de manera 

decisiva el derecho a la salud, en sus dimensiones físicas y mentales el juez de tutela deberá 

intervenir para su protección. De ese modo, el juez constitucional podrá ordenar la entrega de 

prestaciones no cubiertas por el PBS cuando el suministro: (i) sea imprescindible para garantizar 

la supervivencia o la dignidad del paciente; (ii) sea insustituible por lo cubierto en el PBS; (iii) sea 

prescrito por los médicos adscritos a la EPS de afiliación del paciente; y (iv) no pueda ser cubierto 

con la capacidad económica del paciente. En casos específicos, en los que no se cuenta con orden 

médica, pero de la historia clínica o algún concepto de los profesionales de la salud se puede 

advertir la necesidad de suministrar lo requerido por el accionante, el juez podrá ordenar la 

entrega de medicamentos, procedimientos y dispositivos no incluidos en el PBS. Con 

fundamento en estas subreglas, la Corte Constitucional ha ordenado el suministro de servicios y 

tecnologías como pañales, pañitos húmedos y sillas de ruedas. 

 

Si bien el ordenamiento prevé los casos en los cuales el servicio de transporte se encuentra 

cubierto por el PBS, existen otras circunstancias en las que, a pesar de encontrarse excluido, el 

traslado se torna de vital importancia para garantizar la salud de la persona. Por este motivo la 

Corte ha considerado que el juez de tutela debe analizar la situación en concreto y determinar si 

a partir de la carencia de recursos económicos tanto del paciente, como de su familia, sumado a 

la urgencia de la solicitud, se le debe imponer a la EPS la obligación de cubrir los gastos que se 

deriven de dicho traslado, en aras de eliminar las barreras u obstáculos a la garantía efectiva y 

oportuna del derecho fundamental a la salud.” 

 

Por otro lado, la Corte Constitucional al analizar la Ley 1751 de 2015, estatutaria del derecho 

fundamental a la salud, en la Sentencia C-313 de 2014, dispuso que la administración cuenta con la 

carga de desarrollar el sistema de salud como uno de naturaleza de exclusiones en virtud del que 

todo aquello que no se encuentre explícitamente excluido, se halle incluido. 

 

En el caso en concreto, a través de la historia clínica aportada por la parte accionante (archivo pdf 

0.1) se puede observar la necesidad del señor LUIS ALEJANDRO RINCÓN del uso permanente de 

pañales desechables, pues se trata de una persona con 67 años de edad declarado interdicto por 

enfermedad mental a causa de un trauma craneoencefálico severo que sufrió a los 17 años de edad, 

que padece hemiparesia, hipotiroidismo, osteosíntesis de radio, alteración cognitiva, y dada su 

incontinencia le fue ordenado por su médico tratante 270 pañales talla L por tres meses, los cuales 

hacen parte de los insumos de aseo que se encuentran excluidos del Plan de Beneficios de Salud, 

https://etbcsj-my.sharepoint.com/personal/jlabccu3_cendoj_ramajudicial_gov_co/Documents/Acciones%20de%20Tutelas%201ra.%20Instancia/2021/AT%202021-00348-00/01%20AT%202021-00348-00%20%20Escrito%20de%20Tutela%20y%20Anexos.pdf
https://etbcsj-my.sharepoint.com/personal/jlabccu3_cendoj_ramajudicial_gov_co/Documents/Acciones%20de%20Tutelas%201ra.%20Instancia/2021/AT%202021-00348-00/01%20AT%202021-00348-00%20%20Escrito%20de%20Tutela%20y%20Anexos.pdf
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según la Resolución Nº 244 de 2019.  

 

En este contexto, es evidente para este Despacho que el cuadro de enfermedades que padece el 

accionante lo inhabilita para controlar esfínteres, y por tal motivo, necesita con suma urgencia el 

suministro de lo ordenado por su médico tratante, pues su negativa no solo conllevaría a afectar su 

salud, sino que también se verían afectados una serie de derechos fundamentales como lo son la 

integridad personal y su salud entre otros, pues se evidencia que la condición patológica del paciente 

implica la imperiosa necesidad de su uso para mantener las condiciones de vida digna del mismo.  

 

Así las cosas, es indudable que él se encuentra en condición de dependencia y requiere de atenciones 

que resultan indispensables y pueden llegar a tener injerencia en la estabilidad de su condición de 

salud, así como en la dignidad misma como ser humano. 

 

En cuanto al segundo requisito, es decir que no sea un elemento o servicio susceptible de ser 

reemplazado, por la naturaleza del producto o servicio que requiere el actor, es apenas lógica la 

imposibilidad que existe de sustituir el mismo por otro que se encuentre en el Plan Obligatorio de 

Salud. 

 

Por último, frente a lo relacionado con la capacidad económica del actor y su familia, en el escrito de 

tutela el Agente oficioso afirmó que carece de los medios económicos para sufragar el costo de lo 

solicitado a la DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL; puesto que, la mesada pensional 

que recibe su hermano es el único ingreso con el que cuentan para cubrir el arriendo, alimentación y 

los insumos relacionados con la condición de salud de su hermano, además del gasto de transporte 

para llevarlo a las citas médicas, pues el suscrito depende de constante ayuda para realizar sus 

necesidades básicas, para moverse, alimentarse y requiere de observación, por lo que debe estar 

siempre a su cuidado.   

 

Así las cosas, se trata entonces de una negación indefinida que invierte la carga de la prueba; sin 

embargo, la accionada no intentó siquiera desvirtuar esta afirmación. En ese orden de ideas, se 

aplican los criterios de presunción de buena fe, la presunción de veracidad contemplada en el artículo 

20 del Decreto 2591 de 1991 y el principio pro persona.  

  
Por lo anterior, este Despacho accederá a la petición de amparo de los derechos fundamentales que 

se alegan vulnerados por la accionada, y en consecuencia, se ordenará a la DIRECCIÓN DE SANIDAD 

DE LA POLICÍA NACIONAL autorizar y suministrar los 270 pañales talla L por 3 meses al señor LUIS 

ALEJANDRO RINCÓN RONDÓN conforme a lo ordenado por el médico tratante.  

 

6. DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto, el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Cúcuta, administrando justicia 

en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

 
 

RESUELVE: 

 
PRIMERO. TUTELAR los derechos fundamentales a la salud y vida en condiciones dignas del señor 

LUIS ALEJANDRO RINCÓN RONDÓN, por lo expuesto en la parte motiva. 

 

SEGUNDO. ORDENAR a la DIRECCIÓN DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL que en el término de 

cuarenta y ocho (48) horas, autorice y suministre los 270 pañales talla L por 3 meses al señor LUIS 

ALEJANDRO RINCÓN RONDÓN conforme a lo ordenado por el médico tratante.  
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TERCERO. NOTIFICAR a los interesados lo decidido en la presente providencia.  
 
CUARTO. Una  vez  ejecutoriada  la  presente  providencia,  en  caso  de  no  ser  impugnada, REMÍTASE 

a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión,en caso de no ser seleccionada para 

revisión, se dispone a obedecer y cumplir lo ordenado por el superior y el archivo de la acción. 

 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 

MARICELA C. NATERA MOLINA 

Juez 
 
 

LUCIO VILLÁN ROJAS 

Secretario 

 

 



 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

DEPARTAMENTO DE NORTE DE SANTANDER 
JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA 

 
RADICADO Nº:    54-001-31-05-003-2020-00297-00 
PROCESO:  ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA 
DEMANDANTE:       ROSA MARIA CASTRO PINZON 
DEMANDADO:  ISABELA MARGARITA BRAHIM MUÑOZ 
 

INFORME SECRETARIAL 
San José de Cúcuta, dos (02) de noviembre  de dos mil veintiuno (2021) 

 
Al Despacho de la señora Juez, el presente proceso ordinario laboral de primera instancia, 
radicado bajo el No. 2020 – 00297, informándole que la demandada ISABELA MARGARITA 
BRAHIM MUÑOZ dentro de la oportunidad dio contestación a la demandada. Igualmente le 
informo que no se presentó reforma a la demanda y los términos se encuentran vencidos. Sírvase 
disponer lo pertinente. 
 

LUCIO VILLAN ROJAS 
 Secretario 

 
PROVIDENCIA – AUTO RESUELVE SOBRE ADMISIÓN CONTESTACIÓN DE DEMANDA  

San José de Cúcuta, dos (02) de noviembre de dos mil veintiuno (2021) 
 
Teniendo en cuenta el anterior informe y constatándose la veracidad del mismo, se considera 
que hay lugar a aceptar la contestación que se ha dado a la demanda por la demandada ISABELA 
MARGARITA BRAHIM MUÑOZ. 
 
En consecuencia, procede señalarse fecha y hora para llevar a cabo la audiencia pública que 
establece el artículo 77 del C.P.L. 
 
En ese orden se dispone lo siguiente: 
 
1º RECONOCER personería al Dr. LUIS FERNANDO LUZARDO CASTRO para actuar como 
apoderada principal de la demandada ISABELA MARGARITA BRAHIM MUÑOZ. 
 
2º ADMITIR la contestación que se hace por el Dr. LUIS FERNANDO LUZARDO CASTRO a nombre 
de la demandada ISABELA MARGARITA BRAHIM MUÑOZ. 
 
3º SEÑALAR la hora de las 2:00 p.m. del día  nueve (09) de noviembre de dos mil veintiuno (2021), 
para llevar a cabo la audiencia obligatoria de CONCILIACION, DE DECISION DE EXCEPCIONES 
PREVIAS, DE SANEAMIENTO DEL PROCESO, DE FIJACION DEL LITIGIO Y DE DECRETO DE 
PRUEBAS, de conformidad con las prescripciones establecidas en el artículo 77 del C.P.L. 
 
4º ADVERTIR a las partes y a sus apoderados la obligación que tienen de asistir a la audiencia de 
conciliación y de presentar propuestas de arreglo, como oportunidad que se tiene dentro del 
proceso para conciliar las diferencias presentadas. 
 
5º ADVERTIR a las partes y a sus apoderados la obligación que tienen de expresar en la 
oportunidad debida cualquier irregularidad que hayan observado hasta ese momento procesal, 
a efectos de adelantar el correspondiente saneamiento del proceso. 



6º ADVERTIR a las partes y a sus apoderados la obligación que tienen de expresar en la 
oportunidad debida, por un lado, los hechos en que están de acuerdo y que fueren susceptibles 
de prueba confesión, y por otro, el alcance las pretensiones y de las excepciones propuestas. 
 
7º ADVERTIR a las partes y a sus apoderados la posibilidad que se tiene en esa audiencia de dar 
aplicación a lo indicado en el artículo 59 del C.P.L. 
 
8º. ADVERTIR a las partes y a sus apoderados que deben comparecer a esta audiencia con los 
testigos solicitados y demás pruebas pertinentes, con el fin de adelantar en esa audiencia la 
práctica de las pruebas. 
 
9º ADVERTIR a las partes y a sus apoderados que las decisiones que se tomen en esta audiencia 
se notificaran en estrados de conformidad con la preceptiva contenida en el literal B) del artículo 
41 del C.P.L. 
 
10. ADVERTIR que de conformidad con lo establecido en el artículo 2 del Decreto 806 de 2020, el 
canal oficial de comunicación de este Despacho Judicial, es el correo electrónico 
jlabccu3@cendoj.ramajudicial.gov.co; por ello, ese es el único medio válido para la presentación 
de memoriales y comunicaciones dirigidos al proceso. 
 
11. NOTIFICAR POR ESTADO LAS DECISIONES ADOPTADAS, el cual debe fijarse virtualmente, 
anexando copias de las mismas, y publicar en el portal Web de la Rama Judicial y en el Portal Siglo 
XXI; conforme lo establece el artículo 9 del Decret0 806 de 2020 y el artículo 29 del Acuerdo 
PCSJA20-11567 del 06 de junio de 2020.  
 
12. GARANTIZAR EL ACCESO AL EXPEDIENTE a través de medios virtuales, por lo que se ordena 
remitirles a las partes el vínculo a través del cual podrán realizar la revisión éste. 
 
13. AUTORIZAR a los empleados para comunicarse con los sujetos procesales a través de los 
correos electrónicos y/o teléfonos suministrados por estos y que se encuentran en la base de 
datos del Despacho, con el fin de informarles sobre las decisiones adoptadas, de conformidad 
con lo establecido en el artículo 7º del Decret0 806 de 2020.  
 
14. REQUERIR a las partes y terceros, en caso que no lo hubieren hecho, que suministren en el 
término de dos (2) días las direcciones de correo electrónico con el fin de enviar los enlaces 
respectivos para la realización de la diligencias y compartir el expediente digitalizado. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  
 
 

MARICELA C. NATERA MOLINA  
Juez 

 
 LUCIO VILLÁN ROJAS 

 Secretario 
 



 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

DEPARTAMENTO DE NORTE DE SANTANDER 
JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA 

 
RADICADO Nº:   54-001-31-05-003-2019- 00070-00 
PROCESO:   ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA ISNTANCIA 
DEMANDANTE:  HILDA MARIA BUENO CHACIN 
DEMANDADO:   COLPENSIONES Y OTROS 
 

INFORME SECRETARIAL 
San José de Cúcuta, dos  (02) de noviembre de dos mil veintiuno (2021) 

 
Al Despacho de la Sra. Juez la presente demanda ordinaria de primera instancia radicada bajo el 
No. 2019 – 00070, Informándole que no se llevó a cabo la audiencia de trámite y juzgamiento que 
se encontraba programada para el día 09 de mayo de 2021, no se realzó como consecuencia de 
la solicitud de aplazamiento solicitada por la NACION - MINISTERIO DE HACIENDA Y CREDITO 
PÚBLICO. Igualmente le informo que el referido Ministerio envió la propuesta y la apoderada de 
la parte demandante solicita se programe fecha para audiencia por cuanto no se ha llegado a 
ninguna fórmula de arreglo. Sírvase disponer lo pertinente. 
 

LUCIO VILLAN ROJAS 
Secretario 

 
AUTO REPROGRAMA AUDIENCIA DE TRÁMITE Y JUZGAMIENTO 

San José de Cúcuta, dos  (02) de noviembre de dos mil veintiuno (2021) 
 

Teniendo en cuenta el anterior informe y constatándose la veracidad del mismo, se hace 
procedente programar la hora de las 9:00 a.m., del día ocho (08) de noviembre de 2021, para 
llevar a cabo la audiencia de trámite y juzgamiento. 
 
A las partes se les garantizará el acceso al expediente a través de medios virtuales, por lo que se 
ordenará remitirles el vínculo a través del cual podrán realizar la revisión del mismo. 
 
De conformidad con lo el artículo 9 del Decret0 806 de 2020, las decisiones adoptadas se 
notificarán por estado el cual se fijará virtualmente, anexando copias de las mismas, en la forma 
señalada en el artículo 29 del Acuerdo PCSJA20-11567 del 06 de junio de 2020, y se publicará en 
el portal Web de la Rama Judicial y en el Portal Siglo XXI. 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  
 
 

MARICELA C. NATERA MOLINA  
Juez 

 
 LUCIO VILLÁN ROJAS 

 Secretario 
 



 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

DEPARTAMENTO DE NORTE DE SANTANDER 
JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA 

 
RADICADO Nº:    54-001-31-05-003-2020-00294-00 
PROCESO:  ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA 
DEMANDANTE:        DANIEL FERNANDO NORIEGA GUERRERO 
DEMANDADO:  INSTITUTO PARA EL RIESGO CARDIOVASCULAR I.R.C. IPS S.A.S. 
 

INFORME SECRETARIAL 
San José de Cúcuta, dos (02) de noviembre  de dos mil veintiuno (2021) 

 
Al  Despacho de la señora Juez, el presente proceso ordinario laboral de primera instancia, 
radicado bajo el No. 2020 – 00294, informándole que la demandada INSTITUTO PARA EL RIESGO 
CARDIOVASCULAR I.R.C. IPS S.A.S. dentro de la oportunidad dio contestación a la demandada. 
Igualmente le informo que no se presentó reforma a la demanda y los términos se encuentran 
vencidos. Sírvase disponer lo pertinente. 

 
LUCIO VILLAN ROJAS 

Secretario 
 

PROVIDENCIA – AUTO RESUELVE SOBRE ADMISIN CONTESTACION DE DEMANDA  
San José de Cúcuta, dos (02) de noviembre  de dos mil veintiuno (2021) 

 
Teniendo en cuenta el anterior informe y constatándose la veracidad del mismo, se considera 
que hay lugar a aceptar la contestación que se ha dado a la demanda por la demandada 
INSTITUTO PARA EL RIESGO CARDIOVASCULAR I.R.C. IPS S.A.S. 
 
En consecuencia, procede señalarse fecha y hora para llevar a cabo la audiencia pública que 
establece el artículo 77 del C.P.L. 
 
En ese orden se dispone lo siguiente: 
 
1º RECONOCER personería al Dr. JEYSON ALEXANDER BAQUERO LAFONT para actuar como 
apoderada principal de la demandada INSTITUTO PARA EL RIESGO CARDIOVASCULAR I.R.C. IPS 
S.A.S. 
 
2º ADMITIR la contestación que se hace por el Dr. JEYSON ALEXANDER BAQUERO LAFONT a 
nombre de la demandada INSTITUTO PARA EL RIESGO CARDIOVASCULAR I.R.C. IPS S.A.S. 
 
3º SEÑALAR la hora de las 2:00 p.m. del día ocho (08) de noviembre de dos mil veintiuno (2021), 
para llevar a cabo la audiencia obligatoria de CONCILIACION, DE DECISION DE EXCEPCIONES 
PREVIAS, DE SANEAMIENTO DEL PROCESO, DE FIJACION DEL LITIGIO Y DE DECRETO DE 
PRUEBAS, de conformidad con las prescripciones establecidas en el artículo 77 del C.P.L. 
 
4º ADVERTIR a las partes y a sus apoderados la obligación que tienen de asistir a la audiencia de 
conciliación y de presentar propuestas de arreglo, como oportunidad que se tiene dentro del 
proceso para conciliar las diferencias presentadas. 
 
5º ADVERTIR a las partes y a sus apoderados la obligación que tienen de expresar en la 
oportunidad debida cualquier irregularidad que hayan observado hasta ese momento procesal, 
a efectos de adelantar el correspondiente saneamiento del proceso. 
 



6º ADVERTIR a las partes y a sus apoderados la obligación que tienen de expresar en la 
oportunidad debida, por un lado, los hechos en que están de acuerdo y que fueren susceptibles 
de prueba confesión, y por otro, el alcance las pretensiones y de las excepciones propuestas. 
 
7º ADVERTIR a las partes y a sus apoderados la posibilidad que se tiene en esa audiencia de dar 
aplicación a lo indicado en el artículo 59 del C.P.L. 
 
8º. ADVERTIR a las partes y a sus apoderados que deben comparecer a esta audiencia con los 
testigos solicitados y demás pruebas pertinentes, con el fin de adelantar en esa audiencia la 
práctica de las pruebas. 
 
9º ADVERTIR a las partes y a sus apoderados que las decisiones que se tomen en esta audiencia 
se notificaran en estrados de conformidad con la preceptiva contenida en el literal B) del artículo 
41 del C.P.L. 
 
10. ADVERTIR que de conformidad con lo establecido en el artículo 2 del Decreto 806 de 2020, el 
canal oficial de comunicación de este Despacho Judicial, es el correo electrónico 
jlabccu3@cendoj.ramajudicial.gov.co; por ello, ese es el único medio válido para la presentación 
de memoriales y comunicaciones dirigidos al proceso. 
 
11. NOTIFICAR POR ESTADO LAS DECISIONES ADOPTADAS, el cual debe fijarse virtualmente, 
anexando copias de las mismas, y publicar en el portal Web de la Rama Judicial y en el Portal Siglo 
XXI; conforme lo establece el artículo 9 del Decret0 806 de 2020 y el artículo 29 del Acuerdo 
PCSJA20-11567 del 06 de junio de 2020.  
 
12. GARANTIZAR EL ACCESO AL EXPEDIENTE a través de medios virtuales, por lo que se ordena 
remitirles a las partes el vínculo a través del cual podrán realizar la revisión éste. 
 
13. AUTORIZAR a los empleados para comunicarse con los sujetos procesales a través de los 
correos electrónicos y/o teléfonos suministrados por estos y que se encuentran en la base de 
datos del Despacho, con el fin de informarles sobre las decisiones adoptadas, de conformidad 
con lo establecido en el artículo 7º del Decret0 806 de 2020.  
 
14. REQUERIR a las partes y terceros, en caso que no lo hubieren hecho, que suministren en el 
término de dos (2) días las direcciones de correo electrónico con el fin de enviar los enlaces 
respectivos para la realización de la diligencias y compartir el expediente digitalizado. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  
 
 

MARICELA C. NATERA MOLINA  
Juez 

 
 LUCIO VILLÁN ROJAS 

 Secretario 
 



 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

DEPARTAMENTO DE NORTE DE SANTANDER 
JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA 

 
RADICADO Nº:   54-001-31-05-003-2019- 00070-00 
PROCESO:   ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA ISNTANCIA 
DEMANDANTE:  HILDA MARIA BUENO CHACIN 
DEMANDADO:   COLPENSIONES Y OTROS 
 

INFORME SECRETARIAL 
San José de Cúcuta, dos  (02) de noviembre de dos mil veintiuno (2021) 

 
Al Despacho de la Sra. Juez la presente demanda ordinaria de primera instancia radicada bajo el 
No. 2019 – 00070, Informándole que no se llevó a cabo la audiencia de trámite y juzgamiento que 
se encontraba programada para el día 09 de mayo de 2021, no se realzó como consecuencia de 
la solicitud de aplazamiento solicitada por la NACION - MINISTERIO DE HACIENDA Y CREDITO 
PÚBLICO. Igualmente le informo que el referido Ministerio envió la propuesta y la apoderada de 
la parte demandante solicita se programe fecha para audiencia por cuanto no se ha llegado a 
ninguna fórmula de arreglo. Sírvase disponer lo pertinente. 
 

LUCIO VILLAN ROJAS 
Secretario 

 
AUTO REPROGRAMA AUDIENCIA DE TRÁMITE Y JUZGAMIENTO 

San José de Cúcuta, dos  (02) de noviembre de dos mil veintiuno (2021) 
 

Teniendo en cuenta el anterior informe y constatándose la veracidad del mismo, se hace 
procedente programar la hora de las 9:00 a.m., del día ocho (08) de noviembre de 2021, para 
llevar a cabo la audiencia de trámite y juzgamiento. 
 
A las partes se les garantizará el acceso al expediente a través de medios virtuales, por lo que se 
ordenará remitirles el vínculo a través del cual podrán realizar la revisión del mismo. 
 
De conformidad con lo el artículo 9 del Decret0 806 de 2020, las decisiones adoptadas se 
notificarán por estado el cual se fijará virtualmente, anexando copias de las mismas, en la forma 
señalada en el artículo 29 del Acuerdo PCSJA20-11567 del 06 de junio de 2020, y se publicará en 
el portal Web de la Rama Judicial y en el Portal Siglo XXI. 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  
 
 

MARICELA C. NATERA MOLINA  
Juez 

 
 LUCIO VILLÁN ROJAS 

 Secretario 
 



 
REPÚBLICA DE COLOMBIA 

DEPARTAMENTO DE NORTE DE SANTANDER 
JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA 

 
RADICADO Nº:    54-001-31-05-003-2020-00308-00 
PROCESO:  ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA 
DEMANDANTE:     JAIME HUMBERTO PARRA CARRILLO 
DEMANDADO:   DISTRIBUCIONES Y REPRESENTACIONES R&C SOCIEDAD EN 

COMANDITA SIMPLE 
 

INFORME SECRETARIAL 
San José de Cúcuta, dos (02) de noviembre  de dos mil veintiuno (2021) 

 
Al  Despacho de la señora Juez, el presente proceso ordinario laboral de primera instancia, 
radicado bajo el No. 2020 – 00308, informándole que la demandada DISTRIBUCIONES Y 
REPRESENTACIONES R&C SOCIEDAD EN COMANDITA SIMPLE dentro de la oportunidad dio 
contestación a la demandada. Igualmente le informo que no se presentó reforma a la demanda 
y los términos se encuentran vencidos. Sírvase disponer lo pertinente. 
 

LUCIO VILLAN ROJAS 
Secretario 

 
PROVIDENCIA – AUTO RESUELVE SOBRE ADMISIÓN CONTESTACIÓN DE DEMANDA  

San José de Cúcuta, dos (02) de noviembre de dos mil veintiuno (2021) 
 

Teniendo en cuenta el anterior informe y constatándose la veracidad del mismo, se considera 
que hay lugar a aceptar la contestación que se ha dado a la demanda por la demandada 
DISTRIBUCIONES Y REPRESENTACIONES R&C SOCIEDAD EN COMANDITA SIMPLE n 
consecuencia, procede señalarse fecha y hora para llevar a cabo la audiencia pública que 
establece el artículo 77 del C.P.L. 
 
En ese orden se dispone lo siguiente: 
 
1º RECONOCER personería  a la Dra. CLAUDIA MERCEDES MONROY PATIÑO para actuar como 
apoderada principal de la demandada DISTRIBUCIONES Y REPRESENTACIONES R&C SOCIEDAD 
EN COMANDITA SIMPLE  
 
2º ADMITIR la contestación que se hace por la Dra. CLAUDIA MERCEDES MONROY PATIÑO a 
nombre de la demandada DISTRIBUCIONES Y REPRESENTACIONES R&C SOCIEDAD EN 
COMANDITA SIMPLE. 
 
3º SEÑALAR la hora de las 2:00 p.m. del día dieciocho (18) de noviembre de dos mil veintiuno 
(2021), para llevar a cabo la audiencia obligatoria de CONCILIACION, DE DECISION DE 
EXCEPCIONES PREVIAS, DE SANEAMIENTO DEL PROCESO, DE FIJACION DEL LITIGIO Y DE 
DECRETO DE PRUEBAS, de conformidad con las prescripciones establecidas en el artículo 77 del 
C.P.L. 
 
4º ADVERTIR a las partes y a sus apoderados la obligación que tienen de asistir a la audiencia de 
conciliación y de presentar propuestas de arreglo, como oportunidad que se tiene dentro del 
proceso para conciliar las diferencias presentadas. 
 



5º ADVERTIR a las partes y a sus apoderados la obligación que tienen de expresar en la 
oportunidad debida cualquier irregularidad que hayan observado hasta ese momento procesal, 
a efectos de adelantar el correspondiente saneamiento del proceso. 
 
6º ADVERTIR a las partes y a sus apoderados la obligación que tienen de expresar en la 
oportunidad debida, por un lado, los hechos en que están de acuerdo y que fueren susceptibles 
de prueba confesión, y por otro, el alcance las pretensiones y de las excepciones propuestas. 
 
7º ADVERTIR a las partes y a sus apoderados las posibilidad que se tiene en esa audiencia de dar 
aplicación a lo indicado en el artículo 59 del C.P.L. 
 
8º. ADVERTIR a las partes y a sus apoderados que deben comparecer a esta audiencia con los 
testigos solicitados y demás pruebas pertinentes, con el fin de adelantar en esa audiencia la 
práctica de las pruebas. 
 
9º ADVERTIR a las partes y a sus apoderados que las decisiones que se tomen en esta audiencia 
se notificaran en estrados de conformidad con la preceptiva contenida en el literal B) del artículo 
41 del C.P.L. 
 
10. ADVERTIR que de conformidad con lo establecido en el artículo 2 del Decreto 806 de 2020, el 
canal oficial de comunicación de este Despacho Judicial, es el correo electrónico 
jlabccu3@cendoj.ramajudicial.gov.co; por ello, ese es el único medio válido para la presentación 
de memoriales y comunicaciones dirigidos al proceso. 
 
11. NOTIFICAR POR ESTADO LAS DECISIONES ADOPTADAS, el cual debe fijarse virtualmente, 
anexando copias de las mismas, y publicar en el portal Web de la Rama Judicial y en el Portal Siglo 
XXI; conforme lo establece el artículo 9 del Decret0 806 de 2020 y el artículo 29 del Acuerdo 
PCSJA20-11567 del 06 de junio de 2020.  
 
12. GARANTIZAR EL ACCESO AL EXPEDIENTE a través de medios virtuales, por lo que se ordena 
remitirles a las partes el vínculo a través del cual podrán realizar la revisión éste. 
 
13. AUTORIZAR a los empleados para comunicarse con los sujetos procesales a través de los 
correos electrónicos y/o teléfonos suministrados por estos y que se encuentran en la base de 
datos del Despacho, con el fin de informarles sobre las decisiones adoptadas, de conformidad 
con lo establecido en el artículo 7º del Decret0 806 de 2020.  
 
14. REQUERIR a las partes y terceros, en caso que no lo hubieren hecho, que suministren en el 
término de dos (2) días las direcciones de correo electrónico con el fin de enviar los enlaces 
respectivos para la realización de la diligencias y compartir el expediente digitalizado. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 

MARICELA C. NATERA MOLINA 
Juez 

 
 

LUCIO VILLÁN ROJAS 
Secretario 

 



 
REPÚBLICA DE COLOMBIA  

DEPARTAMENTO DE NORTE DE SANTANDER  

JUZGADO TERCERO LABORAL DEL CIRCUITO DE CÚCUTA  

 

RADICADO Nº:     54-001-31-05-003-2020-00336-00  

PROCESO:    ORDINARIO LABORAL DE PRIMERA INSTANCIA  

DEMANDANTE:   IMIRIDA CARDENAS GARCIA Y OTROS  

DEMANDADO:   EDUARDO MENDOZA MENDOZA   

  

INFORME SECRETARIAL  

San José de Cúcuta, dos (02) de noviembre  de dos mil veintiuno (2021)  

  

Al Despacho de la Señora Juez, la demanda ordinaria laboral de primera instancia, radicada bajo el No. 54-
001-31-05-003-2020-00336-00, instaurada por los señores IMIRIDA CARDENAS GARCIA, GERSON 
BUITRAGO MORENO, KERLIN YURLEY RODRIGUEZ CARDENAS, MAIRA ALEXANDRA BUITRAGO 
CARDENAS, DAYANA MARIA VARGAS CARDENAS, y YAMILE ANDREINA BUITRAGO CARDENAS, contra el 
señor EDUARDO MENDOZA MENDOZA, informándole que la parte demandante presento dentro del 
término concedido el escrito de subsanación. Sírvase disponer si hay lugar a admitir la misma. 
 

LUCIO VILLAN ROJAS  

Secretario  

 
PROVIDENCIA- AUTO RESUELVE SOBRE SUBSANACIÓN DEMANDA 

San José de Cúcuta, dos (02) de noviembre  de dos mil veintiuno (2021)  

 
Teniendo en cuenta el anterior informe y constatándose la veracidad del mismo, se considera que hay 
lugar a admitir la demanda ordinaria de primera instancia que se ha promovido, radicada bajo el N° 
00336/2.020, toda vez que ha sido subsanada en debida forma; y por tanto cumple con los requisitos 
establecidos en los artículos 25, 26 y 27 del C.P.T.S.S. 
 
Como consecuencia de lo anterior, el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Cúcuta, 
 

RESUELVE 
 
1º.-ADMITIR la demanda ordinaria laboral de primera instancia, promovida por los señores IMIRIDA 
CARDENAS GARCIA, GERSON BUITRAGO MORENO, KERLIN YURLEY RODRIGUEZ CARDENAS, MAIRA 
ALEXANDRA BUITRAGO CARDENAS, DAYANA MARIA VARGAS CARDENAS, y YAMILE ANDREINA 
BUITRAGO CARDENAS, en contra del señor EDUARDO MENDOZA MENDOZA. 
 
2º.-ORDENAR se dé al presente asunto el trámite del proceso ordinario laboral de primera instancia, 
consagrado en el Art. 74 y siguientes del C.P.L. 
 
3º.-ORDENAR se notifique personalmente el presente auto admisorio, al señor EDUARDO MENDOZA 
MENDOZA, en su condición de demandado, para lo cual se deberá acudir a lo establecido en el artículo 8º 
del Decreto 806 de 2020, el cual dispone que “Las notificaciones que deban hacerse personalmente 
también podrán efectuarse con el envío de la providencia respectiva como mensaje de datos a la 
dirección electrónica o sitio que suministre el interesado en que se realice la notificación, sin necesidad 
del envío de previa citación o aviso físico o virtual. Los anexos que deban entregarse para un traslado se 
enviarán por el mismo medio.” 
 
4º.-ADVERTIR a la parte demandante que con la solicitud de notificación “…afirmará bajo la gravedad del 
juramento, que se entenderá prestado con la petición, que la dirección electrónica o sitio suministrado 
corresponde al utilizado por la persona a notificar, informará la forma como la obtuvo y allegará las 
evidencias correspondientes, particularmente las comunicaciones remitidas a la persona por notificar.”, 
en cumplimiento de lo establecido en el inciso 2º del artículo 8º del Decreto 806 de 2020. 
 

  

  



5º.-ADVERTIR que la notificación personal se entenderá realizada una vez transcurridos dos días hábiles 
siguientes al envío del mensaje y los términos empezarán a correr a partir del día siguiente al de la 
notificación, según l estipuló el inciso 3º del artículo 8º del Decreto 806 de 2020. 
 
6º.-ORDENAR correr traslado de la presente demanda al señor EDUARDO MENDOZA MENDOZA, en su 
condición de demandado, por el término de diez (10) días contados a partir de la notificación de la 
demanda, de conformidad con lo indicado en el Art. 74 del C.P.L. 
 
7º.-ORDENAR al señor EDUARDO MENDOZA MENDOZA, en su condición de demandado, que para efectos 
de contestar la demanda, deberá ceñirse íntegramente a las prescripciones establecidas en el Art. 31 del 
C.P.L., debiendo entenderse en consecuencia que no se admitirá una respuesta diferente a las allí 
contempladas, y que deben allegarse los documentos pedidos y relacionados en la demanda, al igual que 
las pruebas anticipadas que se encuentren en su poder, so pena se apliquen las sanciones o consecuencias 
que se encuentren previstas en esa normativa. 
 
8º.-ADVERTIR a la parte demandante que cualquier prueba documental que tenga en su poder deberá 
allegarse a más tardar con la reforma a la demanda. 
 
9º.-ADVERTIR que de conformidad con lo establecido en el artículo 2 del Decreto 806 de 2020, el canal 
oficial de comunicación de este Despacho Judicial, es el correo electrónico  
jlabccu3@cendoj.ramajudicial.gov.co; por ello, ese es el único medio válido para la presentación de 
memoriales y comunicaciones dirigidos al proceso. 
 
10º.-NOTIFICAR POR ESTADO LAS DECISIONES ADOPTADAS, el cual debe fijarse virtualmente, anexando 
copias de las mismas, y publicar en el portal Web de la Rama Judicial y en el Portal Siglo XXI; conforme lo 
establece el artículo 9 del Decret0 806 de 2020 y el artículo 29 del Acuerdo PCSJA20-11567 del 06 de junio 
de 2020. 
 
11º.-AUTORIZAR a los empleados para comunicarse con los sujetos procesales a través de los correos 
electrónicos y/o teléfonos suministrados por estos y que se encuentran en la base de datos del Despacho, 
con el fin de informarles sobre las decisiones adoptadas, de conformidad con lo establecido en el artículo 
7º del Decret0 806 de 2020. 
 
12º.-REQUERIR a las partes y terceros, en caso que no lo hubieren hecho, que suministren en el término de 
dos (2) días las direcciones de correo electrónico con el fin de enviar los enlaces respectivos para la 
realización de la diligencias y compartir el expediente digitalizado. 
 
13º.-ORDENAR al Secretario del Despacho que de forma simultánea través del correo electrónico de las 
partes, remita el vínculo correspondiente del expediente digitalizado para que las mismas tengan acceso 
a este; dejando la respectiva constancia dentro del mismo. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

MARICELA C. NATERA MOLINA 
Juez 

 
LUCIO VILLÁN ROJAS 

Secretario 
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